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COMPETENCIA ENTRE LOS JUECES DE GUANAJUATO Y MEXICO 
PARA CONOCER DE UN JUICIO HIPOTECARIO. 

• ¿ (:u_ál es la ley que debe aplicarse., en los casos d,e com¡etencia entre jueces 
de dis{m~os (i~~ados, atando lia7 conflicto en las leyes de estos respecto del pun­
to de 1urisdiccion? Interpretactbn de los artfculos ,¡.o y I I1 de la Constitucibn. 

· ,EYuez de lo civil de (Fufl,~taju_ato inicjb competencia a_l 2~ de lo civil de 
.Me:nco para conocer del ;uicio hipotecano que D. Antomo Bonilla, como re­
presentante de D. Lorenzo Ceballos, sigue contra Doña Bernabela-Arriaga 
de Rubio.-Al tratarse de este asunto en la I~ Sala de la S1epre111a Corte, el 
C. Vallarta votb en favor de la compefencia del juez de Guanajuato por estás 
razones: -, 

La lQy qqe debe seguirse para decidíi: las competencias entre los tri­
bunale~ de diferentes Estados de la República, no puede serlo la anti­
gua española, tal como estaba aceptada anteriormente en el país. 

Las leyes de Partida, las de la Recopilación de Indias. las de la No­
vísima, etc., perdieron el carácte~· de tales leyes en calla Estado, desde 
que ca~a uno de ellos, en ejercicio de su legítimo derecho de soberanía, 
l_as ha 1do derogando y adoptando·nuevos códigos. Entre Estados cuyos 
J~leces se disputan la competencia y en donde aquella legislación ya no 
rige, la Corte no la puede invocar para dirimir la competeneia, porque 
tal ley es letra muerta, lo mismo que lo es la romana, y esas leyes no 
J)t1eden prev.alecer sobre los códigos vigentes en los Estados. Los con­
füctos de jurisdicción entre los tribunales deben resolverse, no por una 
ley desconocida en los dos Estado~ competidores, sino por Ji. que á am­
bos obligue sin lastimar su soberanía. Las antiguas leyes españolas, en 
.casos como el de que se trata, apenas -pueden citarse tomo doctrina más 
ó menos respetable, como se puede citar el Digesto, el Código Napoleón, 
ó el reciente del Reino de Italia. 

Tampoco se pueden invocar las mismas leyes españolas entre un Es• 
tado que las conserva en vigor y otro que haya.adoptado algún otro Có­
digo, porque esos conflictos entre leyes de dos Estados soberanos no 
pueden definirse por la de uno de ellos, sin darle valor en el otro, sin 
darle efecto extraterritorial en un Estado extrañ·o, y sin agraviar, en 
consecuencia, la soberanía de éste. 1'ales competencias deben, pues, de­
cidirse por la ley que sea obligatoria para amhos Estados. 

Solo entre Estados que sigan la ley espaftola, puede ésta invocarse 
en la resolución de las competencias, porque ella es la ley común de los 
CÍos soberanos contendientes. 
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II 

Tampoco puede apelarse á la ley de 23 déM~yo ~e 1851 p~ra reso!• 
-ver las competencias «seo-ún l11s reo-las de la legislación comun que l'l• 
o-ió como "'eneral antes d~ la adopción del sistema federativo.» Sobre las 
·;azones y~ expuestas existen las siguientes para afirmarlo. 

'Cuando aquella ley se expidló, no regía aún la Constit~ción d~ 1867, 
y aunque la de 1824 entonces yigente consagraba tamb1~n. el sistema 
•federativo, ésta no conten,a, como aquella, preceptos qu~ l~m1tan los po• 
·deres federales y que amplían los locales, que hacen efectiva l~ sobera• 
nia de los Estados con solo las excepcj.ones expresamente mamfestad3:s 
en el texto constifücional. Basta la r~zón de que1 conforme á la Con~t1-
tución de 1857, el Congreso de la Umón no puede legisla1· en el sentid? 
que lo haée' la ley de 23 de May?, para asegurar qu_e ésta no puede ci­
tarse por la Corte en la 1'~soluc1on de las compet1:_ncia~. . .. 

Además de esto cuando la ley de Mayo de 18ol s-e exp1?-10, la. g~ne­
ralidad de los Estad.os de la República se regía por la an~1gua legisla• 
ción española, y apenas existía alguna ley lo_cal que p~d1erii: estar ~n 
conflicto con esa legislación. 1 En a.quel~as c1rc1;1nst~~cias ?1en podi~ 
aceptarse en la generalidad de los casos esa leg1slac10n paia. re.solver 
las competencias, porque, como uniforme_ y general en la Repubhca, no 
presentaba conflictos entre las _leye~ de ch verso~ sob_eranos .. Hoy sucede 
-precisamente lo contrario: la diversidad de legislaciones produ~e entre 
·1os Estados frecuentes conflictos, y estos no pueden resolverse smo pot 
1a ley que está sobre la5 legislaciones d)scordantes y sobre las contra• 
rias pretensiones de los Est~clos contendientes. • . . . 

He indicado que la lev citada de Mayo de 18o1 es an,1const1tuc1onal, 
'Y debo probarlo. El art. 40 de la Constitución declara qu~: «lo~ Est~do11 
·son libres y soberanos en todo lo concerniente á su rég·1men 1_nter1or,» 
-y el 41 establece que «el pueblo ejerce su sober3:nia, por medio de los 
·Poderes de la Unión en los casos de su competencia, y por _los de los E~­
iados, p;mt }o que toca á su régime!1 in!~rior, en los térmrnos r~spect1• 
varo ente establecidos por esta Constituc1on federal, etc.» De acue1 do con 
,estas declaraéiones v para quitar toda duda sobre este punto, el artic~­
fo 117 previi;me t¡ue ~,las facultades que n? están expre~ament~ conce~1-. 
das por esta Constitución ií. los tuncionanos federales, se entienden Ie• 
·servadas á Jo¡¡ Estados >> De estos preceptos se deduce de un_ mod~ en• 
teramente'lógico, ·que la sob~rai;iia de los Estados, en su régimen mte• 
rior nQ tiene más restricciones que las que expresamente enumera la 
Con~titución en fa.vor de la Unión. 

Una de esas 1:estricciones, en lo relativo ,í. c.ompetencias, es la. marca~ 
da. en el art. 99 de ese Códigq, y que faculta a la Sup1·ema Corte «par~ 
'dirimir las competen•cias que se suscitan ~ntre los tdbtlnales de la Fe­
deración lc\ntre éstos v los de los Estados o entre los de un ~stado Y los 
de otro.,,'Nlno-ún Estado por esto podda inv:oca.r su soberama, para que 
,en los conflictos de jurisdic?ión entre sus t11!rnnales y los de otros Es~a: 
dos ninguna autoridad lo.s Juzgara y resolviera, como sucede en nac10 
)les independientes. , 

Pero fuera de esa restricción ninguna otra se encuentra en 1~ Co~s-
titución, relativa á competencias, ni aun á los pode!·es de )eg1slacion 
civil y penal que tienen los Estados en toda su plemtud. N1 en los ar­
·_ticulos no 'y'sio·uie¡¡¡tes, que establecen las restricciones de los Estados, 
ni en el 72, qu~ enumera las facultades d~~ Cong~·e~o, _se ~~c;~entra un 
.solo precepto en virtud del que la Federac1011 pud1er_a restn11.,1r aquella 

1 v éa.se el articulo 182 de Ja a,r,t.igna Constitución de Métlco y los comentarios de Pena f Pella, to' 
. 1110 II. p.~¡¡luaa 19½, número• 195 r siguienu•• 
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P!~nit~~ de poderes que con:ipete it lo~ Estados en materia de leg·isla­
c10n _civil y penal, ya sustant1Ya, ya ad¡~tiva. La excepción misma que 
cons1gn~ la frac. X del art. 72 no siri'e sino para confirmar ese principio 

En ~mguna parte ~e l¡i Constitución se encuentra que el Congres~ 
tenga ~acultad para-dictar las leyes, según la$ que se decidqn las com­

_,pet_en~~as. En ,el art. 115,está pr~Yeni\io que ccEn cada Estado de la Fe­
der~m.on se ~e ~n~era fe J crédito á los actos públicos, i·egi,stros y ,pro­
;ed1mient_os Judiciales de tod_os lps ptros.» Y lµego aij.ade e.se artículo: 
El C_ongies? puede, por m~d10 de leyes generales, prescribir la mav.era 

de ~ioba_r dichos actos, registros y procedi,miento,s y el efecto de ellos.» !~ silencio de! texto ~oostitu~io11al sobte un~facultad análoga del Con· 
.,!eso para dict~r !~yes gllnerales que puedan resolY,er ]as competen· 
mas, Y la prescl'lp~ion termm~nt~ _del art. 117, son las innegables pte?ni· 
sas de donde se s1gt~e la _conclus10n que niega al Congreso de la Umóa 
la facultad de expedir leyes de esta clase. 

Por anticollstituc~on~l, pues, la qo!te nuncn'podría fundarse ~n la ley 
de 23 de !¾ayo de_ 18.:i~,. a fin de decidir una competencia se"'Ún las leyes· 
d~ la antigua legislacion espai1ola. 0 

,"l 

III 

El der~cho in~rnacional, que rig·e en ~ate1'ia de conflictos de leves, 
~nt~e naciones soberana~, que se aplica á éstas, sin agravio de JIU so·be­
rnm~, es el que se debe mvocar por la Corte para resolver las éompe­
tencias _entre diversos Estados. 

La demost,r,Lción de estn tésis está ya adelantada, y hasta cierto 
~unto h~cha con lo que -acabo de decir sobre la plenitud absoluta de la 
!~ber~ma que, co1;1for1!1~ á la ~01;1stjtución, tienen los Estados para le- · 
l:t1slai_ sob.r.tl m~tena,~ civ~les, ~nmmales y de procedimientos. Si ante la 
t:o?_~tit~c1f n esa soberania e:-1ste, los po~eres. federales no pueden ~ra'­
ta1 a l?s Estados, en cuanto a e.sas matenas, sino conforme á la ley uni• 
~-ª aph~able ¡\ los sobera~os. '.l'odas las razones .que los publicistas ale­
.,an pai_a que en un con~icto de leyes entre dos naciones independientes 
no se siga la ley exclusi:va de una de ellas, todas sin exclusión de un¡ 
sola, ol;>ran de lleno y tienen precisa y necesaria aplicación en nues­
tros Estados, clesd~ el_r_nomento quH en puntos de legislación civil y pe­
nal, nuestra Constituc1on los proc.lama solreranos. Creo inútil exponer 
aquellas. razones d~ los ~ublicistas, puesto que mi objeto no es probar 
la necesidad, la ~xist~.ncia del Derecho InternacLonal privado, sino solo 
demostrar su apltcacion á. nuestros Estados en el caso de conflicto entre 
eus leyes. 

~1 Código civil del Distrito, y á su vez el de ca\ia Estado, dan testi­
monio ~e esa verdad. Aquel en. su artículo 13·declara que: ulas leyes 
concermente~ al estado y capacidad de las personas son obli<>'atorias 
para los ~exicanos d~l Distrito (nótese esa frase, n'o para los me

0
xicanos 

de <;¾~ana~ato, por.eJ~mplo), n:m _cuando residan en el extranjero (es , 
decn.' fueia de l?s hrmtes del D1stnto), respecto de actos que deban eje­
cuta~se en todo.o en _parte .en el Distrito.» · Luego hay otra ley para el 
me~ican_o de, Gua~aJ~ato o ele los otros Estados, lo mismo que la hay 
para el mglés, el !tahano, etc.: luego á esa ley hay que atenerse para 
acto~ que_ del;>an _eJe~utarse fuera del Distrito; luego tl domicilio de los 

1ex1canos_ del D1st~·ito debe regirse por el Código, aun cuando en una 
ey extranJera hubiese una.disp.osicióu contraria. El al·t. 14 determina 

~ue la ley del Distrito regirá en materia de inmuebles sitos en éf Luego 
a o~ra ley hay que apelar para bienes que no están en el Distrito. Y los 
;.u-hculos 15, 17 y 18 que hablan respectivamente de las solemnidades 
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externas de los contratos y testamentos, y de la validez de esos actos 
celebrados por mexicanos en el extranjero, est_án demostrando que el 
Códi<>'O mismo, previendo los conflictos de sus (iisposiciones con las de 1 

las 11rves ó de otros Estados de la República fJ de naciones extranieras-
en todo el rigor de la pal&bra, trató de sancionar los principios del de­
recho internacional adm~tidos generalmente por los paises cultos, para 
resolver esos confl.ict(?S entre sus leyes. Lo que he dicho del Códifo _del 
Distrito, es exactamente aplicable á los de los Estados de la Repubhca. 

Pero como muy bien puede suceder, y esto sucede frecuentemente, 
que entre tan diversas legisl.Aciones haya principios irreconciliables, y 
para no hablar sino de la m:tteria de competencias, haya leyes según 
las que dos jueces de diferehtes Estados tengan jurisdicción para re~ol­
ver cada uno el mi3mo negocio en diverso y aun ~n contrario sen_t1do;. 
para evitar ese grave mal en 1111 país que, aunque compuesto de diver­
sos Estados soberanos, elloit no son extranjeros unos respecto á otros, 
la Corte, haciendo uso de su facultad constitucional, debe dirimir ese 
cvnflicto de leyes locales, que producen una disputa sobre co~petencia, 
aplicando las reglas de la ley internacional. Si el juez de un Estado, por· 

' ejemplo, quisiera sujetar los bienes inmuebles sitos en el Distrito á las 
leyes de aquel y le disputase su jurisdicción oti:o juez de Distrito, la 
Corte, invocando el fuero ratione rei sittl!, resolvería esa competencia 
en favor de este juez, no apoyada en el artiéulo 14 d_el Códig~, que no­
obliga en aquel Estado, sino en el principio del Derecho Internacional 
privado que todas las naciones aceptan, y que no pueden violar sin que-
dar expuestas á la retorsión y aun_á la guerra misma. 1 . . . 

Estas teorías que fundo yo tnnto en nuestro derecho constituc10nal 
por una parte, como en la ley internacional por otra, puesto q'ue si_blen 
nuestros Estados no tienen la soberánia absolut¡¡. de. las naciones mde­
pendientes, con la que la Constitución les reconoce no et compatible, 
en sus conflictos de legislación, otra ley que·1a internacional; estas teo­
rías, digo, las v~o establecidas en países fedµrales en que los Estaqos 
que forman la Confedéración, conservan su soberanía interior. En la 
Confederación germánica e,sos conflictos se deciden según la ley inter­
nacional, y la teoría de Wrechter que queri~ que ello$ fueran decididos. 
por el Derecho romano, admitido en aquellos países, no ha sido adopta­
da. 2 Hablando sobre estas cuestiones de conflictos de leyes, dice Sto~y 
est9: «Questions of thii; sort must be of frequent occurrence noi ?nly m 
différent countries wholy independent of each other, but also m pro­
vinces of the :,ame empire, which are governed by different law¡¡, as was• 
the case in France. before the.revolution, and also in countries ackno":· 
ledging a common sovereign, but yet organised as distinct c_o~mnum­
tjes, as is still the case in regard tp the communities composmg thw 
Bdtish. Empirc, the Germanic Confederacy, the States of Holland and 
the dominions of Austria and Rusia.» 3 • 

En los Estados Unidos de América, cuyas institucion~s t_anta anal?· 
gia tienen con las nuestras, aquellas teorías .forman la JUnspru~encia 
americana, en materia de conflictos de jurisdicción, y á la especial or~ 
ganización de aquel país, es debida la importancia que e11: él se da ~l 
Derecho Internacional privado. «To no part of the world, dice Story, 1s 
it of more importance and interest the jurisprudence arising· from the 
confl.ict of laws, than to the United States, since the union of a national 
government with alrcady that of twenty six. distinct States, and in some· 
respects, independent States, necessarily creates very complicate priva­
te relations and rights between the citizens of those States, which call 
for the constant administration of extramunicipal principles.» 4 Y efec-

' 
1 Phillimore--Óomm, upon interil, law, 'l:omo IV, página :t. 
2 Véase Frel,b:. Droit intem- p¡ivé--Tomo L t>f•gin• 33, 
3 Story. Ooxll!ict of 1&'1 s, Cha¡!, 1, 0 , núm, 6, 
:l Loe. cit., núm. 9, 
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tivamente, para conocer hasta donde ·son de frecuente cotidiano uso en 
lGs Estados _Dnidos las a.plica.ciones del Derecho Inte:nacional -privado 
en los c~nfhc~os de las lere~ de sus Estados, basta registrar en cualquie­
ra obra Jurídica los mult1phcados casos resueltos por los tribunales so• 
bre estas materias. 

He procurado fundar con cierta extensión mis opiniones sobre el 
punto que he anahza.do, porque tengo el sentimiento de no estar con­
forme con _la práctica seguida hasta hoy por la Corte, de resolver las 
competencias, como se hacia en tiempll del Gobierno colonial como se 
hacia e~ las adm~ni~tra~iones centrales en que no babia Estddos sobe• 
ranos, smo provin_c:ias o departamentos sujetos á una ley y á un legis­
lador. Pero por mas grando que ese sentimiento sea yo no puedo faltar 
a~ respet? que _debo á ~a sobe1:nn!a de los Estados y á nuestras institu­
ciones, 1~1 sacrificar. m_1s convicc10ne,;, por más que en mi insuficiencia. 
desconf1e de ellas, a. mnguna consideración. 

IV 

Fundados así los principios que me sirven de !!'"lliá. en la resolución 
de las compe_tencias entre los Estados, vor ahora! e.xponc:,r los funda.­
me~t~s de m1 ,·oto _en la que el juez de Guanajuato ha suscitado al 2'? de 
lo cml, de esta _capital, para conocer-del juicio hipotecario seguido por 
D. Jose ~- Bomlla, en representación de D. Lorenzo Ceballos contra la. 
Sra. Amaga de Rubio. C?mienz_o desde luego por mauifestar ~i opinión 
en favor ?e la. competencia del Juez de Guanajuato. 

Los m1~mos fundamentos que el de México alega en defensa de la 
suy3:, i:ne s1~v~n para. so~t~ner mi opinión. Si en conceptp de este juez, 
el C?digo C1v1l del D1~tr1to, ad?ptado en Guanajuato, apoya su compe• 
tenc1a porque ese C?d1go prohibe que el acreedor hipotecario entre en' 
~oncurso, bastaría ~itar su arti~ulo 14 para deducir con mejor razón la 
mcompetencia del Juez de México en asuntos relativos á bienes inmue­
bles sitos en Guanajuato. Porque de ese articulo rectamente se deduce 
iue en materia de bienes inmuebles se debe seguir la lex loci rei sitlZ 
sm que sobre ella. pueda prevalecer la lex fori que el juez invoca, pues~ 
!º. q~e ~o se tra_ta de saber qué procedimientos se deban seguir, ó en el 
Jmc10 ~1potec.ar10 ó en el de concurso, sino quién de los dos jueces debe 
determma~ como se pagan los acreedores hipotecarios de la Sra. Arlia.­
ga de Rub10, con los bienes inmuebles que posee en Guanajuato. 

A:unque contradictorio con ese primer fundamento, ale"'a el juez de 
~éx1co este otro: el Código de Procedimientos del Distrito determina 
c~mo se debe formar y regir el concurso de acreedores hipotecarios (ar­
h~~lo ~,9?3,X cap. 2'? tít. 14). No hay, pues, razón, dice, para disputar 
m1 JUns_d1cc10~, puesto que ese concurso podría acumularse al juicio hi­
potecario. 1':l J1;1ez, aunque no se atreve á revelar todo ese pensamiento, 
bas~a~te lo md1~, pa~a que sea desechado en virtud de los principios 
de Jurisprudencia umversal, c.¡ue no consienten que los juicios particu­
lares sean atractivos de los universales. 

. Pero la cita que hace el juez de los articulos del Código de Procedi­
mientos so~re concursos de acreedores hipotecarios, se convierte contra 
sus prete~s1ones solo con tener presente que la ley que determina la 
preferencia de esos acreedores de bienes inmuebles sitos en el Distrito 
no es la aplicable á Guanajuato, como tampoco lo es el articulo 2 057 
del Cód(go_ Civil, que excluye del concm·so al acreedor hipotecario. Esa. 
contrad1cc1ón en que el juez incurre dando á este articulo una inteli­
,gencia que no tiene y poniéndolo en 'oposición -del articulo 1,933 del Có--
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digo de Procedimlentos, no sirve sino para poner de ma.uifiesto lo iufun• 
dado de sus pretensiones. 

Consta de autos que la. Sra. Arriaga de Rubio tiene su domicilio en 
Guauajnato; que la hacienda hipotecada está sita cu ese Estado, y que 
ante el juez de él se han presentado siete acreedores hipotecarios y pre• 
ferentes, según se dice\ al crédito del Sr. Ceballos. Por otra parte cons• 
ta que esta capital es el lugar designado en el contrato para el pago de 
este crédito. ¿Cuál es el fuero que según la ley internacional debe pre­
valecer en este caso, supuesto el conflicto que se dice haber entre las 
)eyes del Dist1ito y las de Guanajuato sobre este punto? 

La lex loci reí sitlZ por si sola resuelve esa competencia, y la lex do­
micilii viene en apoyo de esa resolución. La ley del Distrito no pnede 
tener efecto sobre los bi(IJles inmuebles de Gnanajuato; en eonsecuen· 
cia, sns disposiciones sobre enajenación de la llipotcca, lo. graduación 
de acreedores hipotecarios, etc., no puede hacerse sino por la ley de 
Guanajuato. El concurso, además, es por i;u naturaleza atractivo y no 
.se puede hacer la !!Tadnación de acreedores sinó por un solo juez. Es­
tas máximas de la jurisp1·udencia. universal lo són también del Derecho 
internaciona1. 

En los Estados Unidos ellas están ensei1adas por sus publicistas, 
,Story nos dice, tratando de este punto: ccAnd in rel11tion to inmovable 
property, the distribution is to be made 'according' to the lex reí sitte,n y 
iuego agrega: cclf the property is inmovable, or is situated elsewhere, the 
lex loci rei sit<E will at least govern the same.• 1 En Inglaterra. está acep­
tada igual doctrina: dice sobre ella Phi.llimore: 1cThe priorities a.ud pri­
vilegcs are in the case of moveable property, as a general rule, ~ober· 
ned by the law of tbe domiéil, and in the case of real proJ)erty 1>y the 
lex loci rei sita.• 2 Frelix, estableciendo las reg\11s que deben seguirse 
en los conflictos de leyes sobre preferencia y privilegios hipotecarios, 
sienta ésta como generalm'ente admitida: ccLe prix de vente des inmue• 
bles se partagera entre les diYers iréanciers du debiteur conformément 
a la loi du lieu de la situation. En effet, c'es cette loi qui regle les d1·oits 
de privilege ou d'hypotheque sur les inmuebles, etc.• 3 Estas citas bas• 
tan para decidir que el juez de Guanajuato, ratione 1·ei sitlZ, y aun sin 
considerar el fuero del domicilio que en este caso ~iene en amcilio de 
aquel, es el competente en el concurso de la Sra. Arridga de Rubio. 

Le. Primera Sala de la Suprema Corte pronunció 
la siguiente ejecutoria, 

México, -Junio 27 de 1877.-Yistos los presentes autos relativos á la 
competencia iniciada por el juzgado de Letras de lo civil de Guanajua• 
to, al 2~ del mismo ramo de esta capital, para conocer del juicio bipote• 
cal'io que Antonio Bonilla., en representación de Lorenzo Ceballos, sigue 
contra D~ Eernabela Arriaga. de Rubio é hijos, dueños de las haciendas 
de «Santa Aba de Lobos» v c,La Cebada.» concursadas en virtud de dicho 
juicio; los informes de los ·juecf's competidores; lo pedido por el ciuda-
1lano fisl'al de esta Corte Suprema; los apuntamientos pl'esentados por 
el Lic. Pedl'o Collantes y Buenrost.ro, como patrono tlel Lic. Joaquín 
Chico, acreedor, y en defensa de la jurisdicción del juez de Guanajuato, 
con lo demit.s que fue conveniente, y l'Csultando de autos: 

Que el expresado Bonilla, en representación de Ceballos, con fecha 
6 de Julio de 1875, se presentó ante el juez 2~ de lo civil de esta capital, 

1 

1 S!ory-Conf. o! J&i<•, n6m, t2:H,. 
2 Com, u pon lnlem- Jaw, to 111, •· 0 , pág. 596, 
3 Tralté du Droll lntem-, t,om. 2!', pág- 252-
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demandando en juicio hipotecario á la Sra. Bernabela Arriag·a de Rubio, 
y {i sus hijos Francisco José, Manuel y vV,enceslao Rubio, el pago d.e la 
cantidad de ocho mil setecientos pesos y sus réditos á razón de un seis 
por ciento, y á cu_\'o pago se hipotecal'on las haciehdas de «S;i;nta Ana 
de Lobos» y la de «La Cebada,11 sitg.adas en el Estado de Guanajuato, y 
respecto de las que el deman<lante pidió se declarasen sujetas, por falta 
de pago, á cédula hipotecaria, librándose al efecto el respectivo exhor-
to al juez de 1~ Instancia de San Luis de la Paz: 1 

Que en 23 de Junio el referido juzgado 2~ de esta capital pronunc'ió 
sentencia condenando á la parte de Rubio á satisfacer á la de Ceballos · 
la cantidad de diez mil ochocientos setenta y cuatro pesos, noventa y 
dos centavos, ·y á que, para el pago de esa suma, se hiciera trance y re• 
mate de las haciendas hipotecadas: 

Que en 17 de J\tlio de 1876, el Lic. Joaquín Obregón Gonzá.lez pre_7 
ser.tó escrito al meiicion¡¡.do j,uez 2~ de esta capital, acompañándole la. 
requisitoria del juez ele Letras de lo civil de la capital de Guan¡ijuato, 
en la que, con apoyo del art. 1,215 de la ley de administr,ación j}e Justi­
cia de ese Estado, i:eclama al primero él conocimiento del juicio promo­
vido por Bonilla para hacer la correspondiente acumulación de las _ac­
tuaci-:mes al concut·so que ante él requel'ente formaron varios acreedo­
res de la Sra. Arriaga de Rul,)io é hijos: · . ~ 

Que efectivamente se presentaron con aquel carácter antE} dicho juez 
de Guanajuato, el-Líe. Jo¡tqnin Chico, demandando ejecutivamente á la 
parte ele la Sra. Rubio el pago _de la cantidad de sesenta y seis mil p~­
sos; Gregol'io Jimenez por la de treinta mil; D~ Cármen Rubio de Rubio­
por la de cuarenta mil y pico; Oetling Droege y C'!' en liquidación, y 
otros: 

Que ·por este mo,tivo _el propio juez de Guanajuato, con fecha 15 de 
Junio ele! citado a¡¡.o de 1878. pronunció un auto en el que, tomancl,o en 
consideración que i¡e ti:¡.l)ían presentado más de tres acredores hipote­
carios demandando ejecntivamente á la Sra. Arriaga é hijos,.y con fun­
damento del art. 1,214 de la ley de administración de justicia citada, de­
cretó el concurso espGcial hipotecario áJas haciendas de «Santa Ana de 
Lobos» y «La Cebada.n 

Que en vista de la requisit9ria del juez de Guanajuato, determinó !:Jl 
de esta. capital, por sn /'Uto de cil)co de Agosto, sost~ner,~u jurisdicción; 
y en caso ele_ que r.o se desistiese el requerente, se ocurriría á esta Cor-
te Suprema para la decisión rr~pectiva: , 

Que á su vez. el Tribunal Superior del Estado de 
1
Guanajuato, con la 

intervención que en (Ha clase de iiegocíos le da el articulo 963 de la 
ley citada de administración de justicia, resolvió, por su auto de 17 de 
Octubre y de con formidacl con lo pedido por su fiscal, que era de soste­
nerse la competencia del Juez de Guanajuato, disponiendo se remitiera 
lo actuado á esta Corte. 

Consideranct·o: 
Primero: Que conforme al articulo 40 de la Constitución general, los 

Estados son libres y soberanos en su régimen interior y que, según el 
art. 117, á ellos están_ reserv,adas las facultades que ese Có~igo no con• 
cede expresamente á los Poderes federales: 

Seguhdo: Que haciendo los Estados uso de su soberanía, que es ple• 
na en materias de legislación .civa y penal, con la única excepción que 
establece la fracción X ele! artículo 72, cada uno de ellos ha adoptado la 
legislación particular que ha creído conveniente, derogando la antigua . 
española que estaba vigenle en la República antes de la adopción ele! 
sistema federal: ' . 

Tercero: Que esa diversidad de leyes civiles, penales y ele procedi­
mientos, puede · presentar conflictos entre ellas, ocurriendo disputas de 
jurisdicción enfre los jueces tle los diversos Estados, y que en tales cir­
cunstancias la Suprema Corte no puede decidir esas competencias, to• 
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.manqo por base ni la antigua legisla'Ción española, porque los Estados 
la han d~rogado, ni su legislación rno·derna vigente, porque en el caso . 
ele conflicto ele leyfls, las de un Estado no se pueden aplicar á otro sin, 
agraviar la.sobe:ranfa dii éste: · -

Cuarto: Que no se puede iuvoca1· tampoco la'ley de 22 de Mayo de 
1851 q~e disponía g.ue, mjentras se die~e la que debier;i, arregfar la com­
petencia entre los Jueces de diversos Estados, se o.Qservasen las reo·las 
~e la Iegisl~ió~·co1;r,nin que rigió co~o general antes de la adopción°del, 
siste~a í'ed~rativo¡ ,tanto por los motivos expuestos, en el considerando, 
,a}\terior, cuanto' porque esa ley es anticonstitucional, supuesto el texto 
e~preso \lel. artr. !]:7 y la inteligencia que rt:sulta del 115 y de la fracción• 
X del 72: · , , 

Quinto: Que aunque los Estados no tienen la soberanía absoluta de 
las naciones independhmtes, la que co]li,ervan 5.egún la.Constitución so~ 
~re toao eit mate.ria de legislación civil. y pe~al, que es .plena, no ~oil-' 
.siente que en los. conflictos de ~us leyes sean juzgados, sino por aquella 
l~y que ~ t,1Jperi-0r á su legislación particul!lr y que se aplica á los' so-
Q~rano!¡ sm lastimar su alto ca1·áctei· ni sus prerrogativas: , 
. Sexto, Que al usar la Suprema Corte de la facultad que le da. el ar­
tículo 99 ~el Código fundamental, está tanto más oblig·ada á respetar á 
los ist~dQ~ soberano¡;, cuanto que ella es el guardián de la Constitución 
y debe p\-ocurar, en la parte que le corresponde, que esa soberanía seI 
real y efectiva: 

Séptimo: Que la aplicación del Derecho Internacional privado entre 
Est~~os que, aunque independientes entre si, no forman inás que una 
nacion, está aceptada y reconocida como una necesidad legal como su­
cede,, según dice Story, en la Confederación Germánica, en l¿s Estados 
de Holanda, en los Estados Unidos del Norte y en otros países: 1 

Octavq: Que juzgando según estos principios esta competencia esta 
S~la no puede tomar en consideración ni el Códigg civil y de Pr¿.cedi­
mi~ntos clel Distrito, ni el Código civil y ley de enjuiciamiento de Gua­
naJuato, para resolverla; ni tampoco puedeh tener las leyes españolas 
~n este caso valor alguno legislativo, sino solo autoridad científica más 
o menos respetable:· 

Noveno: Que se~ún las máximas del Derecho Internacional privado 
la ley de la ubicacion de la cosa determina la competencia del juez e~ 
casos en que, como el presente, se trata de un concurso de acreedores 
hipotecarios, en que se disputan las preferencias de diversas hipotecas 
y en <J.Ue se trata de la enajenación de fa finca hipotecada para hace; 
pago a los, acreedores. Esta máxima está enseñada por los publicistas de 
diversas ·nacionalidades y aceptada por los países cultos: Story dice que 
,en los Estados Unidos la ley de ubicación de la cosa es la que debe se­
guirse cuando en el concurso 'de acreedores se trate de la enajenación 
de la propiedad raiz para hacer pago á éstos, ó de la preferencia ó pri­
vile~io ,de ~i~ers~s hipotec~s. 2 Según Phillimore, tratá_ndose de prefe­
renCia o pr1v1leg1os sobre bienes muebles; se deb'e seguir la ley del do­
micilio; pero si la cuestión versa sobre bienes rafees la ley de la ubica­
-ción de la cosa es la que se debe seguir; 3 y Frelix asienta como una 
doctrina generalmente admitida, que el precio de la venta de los inmue­
bles se l'epartirá entre los acreedores conforme á la ley de situación 
,siendo ~sta la ley que se sigue en materia de privilegios é hipotecas: 4 ' 

Décimo: Que según éstas máximas, no puede prevalecer la ley del 
contrato, aun sin tomar en consideración la ley del domicilio que seooún 
los publicistas, da también competencia al juez del domicilio tlel deu­
dor; po1·que según dice Story, citando una sentencia dé la Corte de los 

l Story, Conflict of laws. Cap, 1,9, núm, 6, pág. 8, 
2 Conflict of laws, núm, 423 a 
3 Coll}· upon. in~at. Iaws; Tom. 4, o , pág. 596, seg. edic. * Trruté du Dro1t mtem, pnr: Toro, 2, o, pág. 252, . 1 
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Estados Unidos: «La ley del lugar. ~n que el contrato se ha celebrado ~s, 
generalmente hablando, la ley del contrato; pei:q los ~erechos de_Prefe✓ 
rencia no forman-parte del contratp: ellos son aJenos a él y constituye~ 
un 'privilegio personal, dependientes de la ley del lugar en que está si-
tuada la propiedad: 1 . . 

Por tales consideraciones, y de confor1mdad ~on lo pedid.o por el C. 
Fiscal, se declara: l'?, Que el Juez de 1~ Instancia de G_uan~Juato, ~.se!, 
competente para seguir conociendo del concurso especial h1pot~cano a 
las haciendas de «Santa Ana de Lobos• y la •Cebada,• pertenec1en~s á 
;o~ Bernabela Arriaga de Rubio é hijos, y que, en en c?nsecuenc1~, el' 
Juez 2'? de lo Civil de México, remitirá, todas sus actuac!?n~s relativas 
al juicio promovido por Antonio Bo~illa en rep~esentac1on de Lo:i-enzo .. 
Ceb_allos contra la expresada Sra. Arriaga de Rulilo. 2'?: Remi_tansc 1gt1¡al~ 
mente las·actuaciones que obran en esta Secretaria al menc10,nado ~u_e,z 
de 1~ Instancia de Guanajuato, con copia certificada ~e esta_ sehtenc1a,, 
y:c.opia de 1a misma sentencia al -Juez~ ~e -e~ta capital pa~~ los efec­
ios legales. Hágase saber y arehivese a su y-ert el Toc~--:--As1 por una­
nimidad de Totos lo, decretaron los CC. Pres1de1?-t~ y M1mst'ros ,que_ fo~­
maron la 1~ Sala del la Corte Suprema de-Just1c1a. de los Esta~os Um.-, 
dos Mexicanos y firmaron,..:...J. L. Vallarta1'-Ignacw M . .Alfa7?:-fTP,no.­
Yanuel .Alas.--.A. Martínez de Castro.--Miguel Blanco.-Enríque Lan-. 
da, secretario , _,.: 

NorA,-Esta .. ntenela se publicó en et FoM correspondiente ál día l! de Julio de 18T8· 
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AMPARO PEDIDO CONTRA AUTOS 
:PRONUNCIADOS POR EL PRESIDENTE DEL TRIBUNA'.L SUPERIOR 

DEL ESTADO DE PUEBLA. 

¿Es procedente el recurso de amparo contra sentmcias definitivas y atdos· 
_ inte, lorntorios de los Ttibtmµles romunes po, la inexacta aplicadón de la ley 
dvil? lnterp,etadón de la segunda parle del articulo 14 áe la Constitución. 

-.-
El C.-Antonio RosaltS, representado Por el Lic. Joaquín Valdez Caraveo, · 

¡iáió amparo al J1tez de Distrito de Pueóla contra la sentencia definitiva pro­
nunciadajJor-el Presidenle del T.ribunal Superior .de ese Estado en el juicio 
seruido ·enhe Wag11er y Levie11 de 1111a parte y Rosales y Ramirez de la otra, 
sob, e propiedad de un piano. El amparo se pidió ta'mbién contra el auto del 
mismo Fresi/ente, ett que desechó tena recusación que contra él s:e habla in­
ter¡mesto, y contra otro auto en que denegó el reettrso de nulidad. El juez· de- , 
Dtstrito concedió ef ampa,o. Llevado este negocio á conocimien/Q de la Su­
¡_rema· Co, te, fué dtscutido e;,:tensamente en las audiencias He los dfas 19 de­
J_unio, 8, 9 y 26 de j1dio de 1878, y el C. Val/arta, para sostener la improce~ 

' dencia del reawso, expuso las razones sig1tientes: 

Aunque en otra ocasión, y con motivo de otro juicio de amparo, he 
manifestado mis opiniones con respecto á la interpretación que deba 
tener la segunda parte del articulo 14 de la Constitución, como entonces 
no se trató -sino incidentalmente de la cuestión sobre la inteligencia que 
.se deba dar al precepto constitucional en la parte que previene que «las 
leyes sean exactamente aplicadas al hecho,• me creo hoy obligado á ex­
poner y fundar, t1111 ampliamente como es posible, esas mis opiniones 
sobre este punto. Considero gravisima· y de muy trascendentales con­
secuencias esta cuestión, y ta:nto por este motivo, eomo porque tengo el 
sentimiento de estar en desacuerdo con anteriores ejecutorias de la Cor­
te en esta materia, tendré que ser más eitenso de lo que quisiera, por­
que entiendo que no bab~é llenado todo mi deber sino cuando liaya di­
~ho la última palabra_ apoyando el voto que voy á dar en este ampa1·0. 

I 

Dije en la discusión del amparo promovido por el C. Marcelo Matns, 
que el art. 14 de la Constitución no se presentó por la comisión ni se apro­
bó por el Congreso como iin solo pensamiento, de tal modo que se co­
rrelacionaran !as partes de ese precepto entre si, formando un tod·o ho­
mogéneo. La Ycrdad histórica es pqr el contr.ario, que la primera parte 

Voros- TOMO 1-- 3 

, 
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